
  Expte. DI-1419/2009-2 

Sr. ALCALDE-PRESIDENTE DEL 
AYUNTAMIENTO DE CALATAYUD 
Plaza Joaquín Costa, 14 
50300 CALATAYUD 
ZARAGOZA 

ASUNTO: Recordatorio de deberes legales 

I.- ANTECEDENTES 

PRIMERO.-  El  día  06/08/09  tuvo  entrada  en  esta  Institución  una 
queja  denunciando  una  situación  tratada  con  anterioridad:  el 
empadronamiento  de  personas  internas  en  la  residencia  municipal  de 
ancianos de Calatayud. 

El firmante de la queja expone los siguientes hechos: 

“Dª A sufre de Alzheimer en fase muy avanzada (tiene reconocido un 
grado  II  nivel  2,  el  máximo,  por  la  Dirección  General  de  Atención  a  la 
Dependencia  con  fecha  de  mayo  de  2008).  Desde  enero  de  2006  esta 
ingresada  en  la  Residencia  de  Mayores  "San  Iñigo"  de  Calatayud, 
dependiente del Ayuntamiento. 

En  octubre  de  2008  y  sin  consultar  con  la  familia  (tampoco  lo 
comunicaron  en  ningún  momento),  el  Ayuntamiento,  de  oficio,  procedió  a 
empadronarla  en  la  Residencia.  Una  vez  enterada  la  familia,  requirió  una 
explicación de la persona encargada del padrón, la cual le contestó que no 
tenía  ni  idea  de  quien  ni  porqué  se  había  hecho  dicho  cambio.  Desde  la 
Residencia  tampoco  supieron  dar  una  explicación  razonable,  alegando  sin 
mucha  convicción  que  se  había  hecho  un  empadronamiento  masivo  para 
facilitar  el  reconocimiento  del  derecho  a  la  Ley  de  la  Dependencia  (podrá 
observar  que  hacía  varios  meses  que  se  le  había  sido  reconocido  dicho 
derecho).  Con  fecha  28  de  abril  del  presente,  D.  A.  presenta  escrito  en  el 
Ayuntamiento  de  Calatayud  solicitando  que  vuelvan  a  empadronar  a  su 
madre  en  el  domicilio  familiar,  entre  otras  cosas  por  tener  constancia  de 
cualquier  comunicación  oficial  que  pudiera  recibir:  Hacienda,  IASS,  INSS, 
etc. 

Con fecha 24 de julio recibe contestación denegatoria de su petición 
alegando nuevamente que el empadronamiento se realizó. "...por el acceso a 
ayudas y subvenciones para los interesados...", siendo esto totalmente falso, 
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ya que todas las ayudas y subvenciones la ha gestionado personalmente D. 
A.,  sin  que  la  Residencia  haya  realizado  la  más  mínima gestión,  como  no 
haya  sido  la  emisión  de  algún  certificado  médico  que  era  necesario  para 
adjuntar  a  la  documentación,  y  además  según  explicaron  fuentes  de  la 
Dirección  General  de  Atención  a  la  Dependencia,  sólo  es  obligatorio  estar 
empadronado  en  la  localidad  de  residencia.  También  hacen  referencia  al 
R.D. 1690/86 de 11 de julio y al Decreto 346/2002 de 19 de noviembre del 
Gobierno  de  Aragón.  Bien,  pues  uno  viene  a  ser  calco  del  otro,  y  ambos 
establecen  la  obligación  de  estar  empadronadas  en  la  localidad  donde 
residen”. 

SEGUNDO.- A la vista del contenido de la queja y la documentación 
aportada,  se  comprobó  que  la  actuación  municipal  se  separa  de  la 
Sugerencia  formulada  en  fecha  30/04/09  que,  respecto  a  un  caso  de 
empadronamientos  múltiples en  la  residencia  municipal,  decía lo  siguiente: 
“Que,  cuando  vaya  a  realizar  altas,  bajas  o  modificaciones  del  padrón  de 
habitantes a su cargo, se asegure de contar con la voluntad de los afectados, 
bien  directamente  o  a  través  de  los  procedimientos  establecidos  en  la 
normativa  civil  para  los  casos  de  incapacidad,  instruyendo  el  oportuno 
expediente individual  para cada caso donde se acredite  el  cumplimiento de 
los  requisitos  legalmente  exigidos”.  La  misma  fue  aceptada  por  el 
Ayuntamiento  mediante  un  escrito  de  fecha  6  de  mayo  suscrito  por  su 
Alcalde. 

TERCERO.- Tras  admitirse  la  queja  a  supervisión,  con  fecha 
10/08/09  se  envió  un  escrito  al  Ayuntamiento  de  Calatayud,  recabando 
información sobre la cuestión planteada y las actuaciones realizadas en este 
caso  concreto  y  copia  del  expediente,  recordándole  los  antecedentes 
expuestos  en  el  párrafo  anterior. La  solicitud  de  información  se  reiteró  en 
fechas 27/10/09 y 25/01/10, sin que haya sido atendida. 

CUARTO.-  Con  fecha  01/02/10  se  registró  una  carta  del  Sr.  A. 
comunicando  el  fallecimiento  de  su  madre  y  desistiendo  de  continuar  el 
expediente, al carecer ya de objeto. 

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera.- El Justicia de Aragón, Institución a la que, actualmente, el 
artículo 59 del Estatuto de Autonomía de Aragón encomienda la protección y 
defensa de los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos, es una 
magistratura  de  persuasión  o  influencia,  por  lo  que  sus  resoluciones  no 
tienen fuerza de obligar ni, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22.2 
de  su  Ley  reguladora,  pueden  en  ningún  caso  modificar  o  anular  actos  o 
resoluciones administrativas. 
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El mismo artículo 22, en su primer párrafo,  señala las formas en que 
el Justicia podrá recordar a las Administraciones sujetas a su supervisión el 
cumplimiento de las normas a que están obligadas en su actuación, que se 
hará mediante  advertencias, recomendaciones,  sugerencias o recordatorios 
de  deberes  legales.  El  artículo  43.4  de  su  Reglamento  de  Organización  y 
Funcionamiento, aprobado por la Mesa y Junta de Portavoces de las Cortes 
de  Aragón  en  sesión  conjunta  celebrada  el  6  de  julio  de  1990,  define  la 
Sugerencia  como “resolución  del  Justicia  dirigida  a la  Administración,  a las 
Cortes de Aragón o a la autoridad competente, indicándoles la conveniencia 
de iniciar o corregir algún determinado tipo de actuación, en el marco de las 
funciones legalmente encomendadas a la Institución”. 

La  formulación  de  Sugerencia  es  una  de  las  vías  en  que  pueden 
concluir  los  expedientes  que  se  tramitan  en  la  Institución  del  Justicia.  Al 
objeto  de  dar  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  22.5  de  la  Ley 
4/1985, que obliga a destacar en el Informe Anual a las Cortes de Aragón el 
sentido de sus resoluciones, “poniendo especial atención en el hecho de que 
fueran seguidas o no”, se indica a la Administración destinataria la necesidad 
de  comunicar  expresamente  si  se  aceptan  o  no,  indicando  en  este  último 
supuesto, las razones en que se funde la negativa; el plazo que se concede 
habitualmente para este pronunciamiento es de un mes. 

El precitado carácter  de magistratura  de persuasión obliga a explicar 
con el mayor detalle los motivos y consideraciones en que se fundamenta la 
resolución  y  los  defectos  observados  en  un  expediente  remitido  por  la 
Administración  a  fin  de,  en  el  ánimo  de  corregir  una  actuación  que  se 
considera  irregular,  darle  un  cauce  para  rectificarla  y  resolver  el  problema 
planteado  por  el  ciudadano,  objetivo esencial  del  deber  de  servicio  público 
que  se  nos  encomienda  a  las  Instituciones.  No  obstante,  el  destinatario 
puede, por las razones que sea, disentir del parecer del Justicia, pero está en 
la obligación de  comunicar  su desacuerdo,  de  forma que las posiciones de 
cada  uno  queden  claras,  tanto  respecto  del  ciudadano  interesado  como  a 
efectos de dejar constancia de la realidad de los hechos en el Informe a las 
Cortes de Aragón. 

Segunda.- El  precitado  artículo  59  del  Estatuto  de  Autonomía  de 
Aragón, dispone que  el Justicia de Aragón, en su función de la protección y 
defensa de los derechos individuales y colectivos de los ciudadanos,  podrá 
supervisar:  “b)  La  actividad  de  los  entes  locales  aragoneses  y  de  las 
comarcas,  sus  organismos  autónomos  y  demás  entes  que  de  ellos 
dependan, en los términos que establezca la ley del Justicia”. 

Por su parte, la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de 
Aragón  establece  la  obligación  de  colaborar  con  esta  Institución  en  los 
siguientes términos: 

Artículo 19º- 1. Todos los poderes públicos y entidades afectadas por 
esta Ley están obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones. 
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2. Las autoridades, funcionarios y todo el personal dependiente de la 
Administración  deberán  facilitar  al  Justicia  o a  aquel  en  quien  delegue,  las 
informaciones,  asistencia  y  entrada  a  todas  las  dependencias,  centros  y 
organismos.  Igualmente  deberán  poner  a  su  disposición  los  datos, 
expedientes  o  cualquier  clase  de  documentos  que  permitan  llevar  a  cabo 
adecuadamente la actuación investigadora. 

Artículo  20º- Las  actuaciones  que  se  practiquen  durante  una 
investigación  se llevarán a cabo con reserva absoluta.  El Justicia podrá, no 
obstante, incluir su contenido en el informe anual a las Cortes o en cualquiera 
de sus comunicaciones a la Comisión correspondiente. 

III.- RESOLUCIÓN 

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en 
ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la 
Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  reguladora  del  Justicia  de  Aragón, he  resuelto 
formular Recordatorio de  Deberes Legales al Ayuntamiento  de  Calatayud 
en los siguientes términos: 

Para  que  colabore  con  esta  Institución  en  sus  investigaciones 
cuando sea requerido para ello, conforme a lo establecido en artículo 19 de 
la Ley 4/1985. 

Quedo a la espera del acuse de recibo de este Recordatorio con el 
fin de proceder al archivo de nuestro expediente. 

Zaragoza, a 10 de febrero de 2010 

EL JUSTICIA DE ARAGÓN 

FERNANDO GARCÍA VICENTE 
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